En la Ciudad de Mar del Plata, a los 29 días del mes de octubre del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-1450-MP1 “ORELLANA FERNADO OSCAR c. PODER EJECUTIVO s. PRETENSION INDEMNIZATORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Mar del Plata, dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la demanda promovida por el Sr. Fernando Oscar Orellana, condenando a la Provincia de Buenos Aires a abonar la suma de pesos veintinueve mil doscientos veinticinco ($ 29.225,00). Asimismo, impuso las costas del proceso en el orden causado y reguló los honorarios profesionales correspondientes al letrado patrocinante de la parte actora.

II. Declarada a fs. 220/221 la admisibilidad formal de los recursos de apelación interpuestos por la parte actora a fs. 179/181 bis y por la parte demandada a fs. 182/196, y puestos los Autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde plantear las siguientes

CUESTIONES

1. ¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la demandada a fs. 182/196?

En caso afirmativo, 

2. ¿Deviene inoficioso el tratamiento del recurso de apelación interpuesto por la actora a fs. 179/181 bis?


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:


I.1. A fs. 165/176 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Mar del Plata, dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la demanda promovida por el Sr. Fernando Oscar Orellana condenando a la Provincia de Buenos Aires a abonar la suma de pesos veintinueve mil doscientos veinticinco ($ 29.225,00) en concepto de daños y perjuicios derivados de la privación de libertad dispuesta en el marco de un proceso penal.


En una liminar etapa de análisis adujo –con sustento en citas doctrinarias y jurisprudenciales- que, para pronunciarse sobre el alcance del deber de responder del Estado no correspondía aplicar de manera directa el régimen de responsabilidad civil. Ello así, en tanto –tal lo que sostuvo- la responsabilidad estatal encuentra su fundamento en principios extraños a los propios del derecho privado. 


Precisado lo anterior, remarcó que el reclamo del actor debía encuadrarse en la órbita de la responsabilidad del Estado por función jurisdiccional, concepto que –en su visión- excede el de error judicial, en tanto lo que se persigue es responsabilizar al Estado como consecuencia de una decisión jurisdiccional –privación de libertad- adoptada en el marco de un proceso penal en el que el detenido fue, en última instancia, absuelto.


Luego de citar aquellas posturas doctrinarias que se pronuncian –tanto en sentido positivo como negativo- respecto del derecho que cabría reconocer a quienes resultando privados de su libertad como consecuencia de una medida cautelar dictada en un proceso penal fueran absueltos, puntualizó que no existía una previsión normativa que resolviera expresamente la cuestión.


Tal vacío legislativo exige –según lo indicó- integrar, a la luz del artículo 171 de la Constitución local, el ordenamiento jurídico. Y en tal tarea, consideró necesario ponderar tanto la norma del artículo 477 del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires –en cuanto efectúa las previsiones para la reparación económica en caso de prosperar la acción de revisión de la sentencia condenatoria- como aquellos principios que dotan de contenido a las medidas cautelares –ello así, en tanto el encarcelamiento preventivo constituye una medida de coerción por la cual, verificados los recaudos de procedencia, el juez puede restringir la libertad del imputado antes de la sentencia para asegurar el proceso.


Puntualizó que el sentido de la prisión preventiva era impedir que el imputado eludiera la acción de la justicia, razón por la cual concluyó que cabía atribuirle la naturaleza de una medida cautelar y, en consecuencia, correspondía al Estado –como titular de la acción penal y a la vez requirente de la restricción de la libertad- atribuirle el deber de responder por los daños que tal medio de coerción pudiera ocasionar.


En ese lineamiento, recordó: (i) que existe un proyecto de reforma del Código Penal que prevé una compensación a cargo del Estado a favor de quienes, habiendo sido detenidos o sujetos a prisión preventiva, resultaran absueltos o sobreseídos y; (ii) que los artículos 24 del C.P.C.A.; 199 del C.P.C.C. y 6 de la ley 13.406 disponen que las medidas cautelares serán otorgadas bajo responsabilidad de parte, circunstancia que, en su visión, demuestra que en el ordenamiento provincial, quien las peticiona debe responder por los daños que pudiera ocasionarse en caso de pedirla sin derecho.


Por último, agregó que la responsabilidad por las consecuencias dañosas derivadas del dictado de una medida cautelar de privación de libertad, no importaba sostener que existiera un defecto en su otorgamiento –de ahí que descartó el supuesto de error judicial-, en tanto, resulta probable que el magistrado hubiera adoptado la decisión con sustento en aquellos elementos que entonces tuvo a disposición.


Definido entonces el marco jurídico que estimó aplicable en la especie, adujo que la sola circunstancia de absolver o sobreseer a quien resultara privado de su libertad como consecuencia de la prisión preventiva no generaba automáticamente la responsabilidad estatal, sino que debía atenderse a los motivos por los cuales cesó la restricción a la libertad.


Bajo tal prisma de análisis sostuvo, entonces, que se encontraba acreditado en la causa que: (i) con fecha 3-07-2003 el actor fue detenido imputándosele la supuesta comisión del delito de abuso sexual -tipificado en el artículo 119 del Código Penal-; (ii) con fecha 18-07-2003 la mentada detención se transformó en prisión preventiva y se dispuso su traslado a la Unidad Penal XV de Batán; (iii) con fecha 13-02-2004, y como consecuencia del sobreseimiento dispuesto en causa en los términos del art. 323 inc. 4° del C.P.P. –luego que se efectuara la prueba comparativa de ADN que determinara que no cometió el delito que se le imputara- el accionante recuperó la libertad.


Por ello, consideró que al haberse privado al actor de su libertad –por aplicación del instituto de la prisión preventiva- durante un lapso de tiempo superior a los siete (7) meses, al cabo del cual se lo terminó sobreseyendo por considerar que no había cometido el delito que se le imputaba, correspondía al Estado provincial resarcir los daños ocasionados al accionante.


Adentrándose al examen de los rubros indemnizatorios reclamados consideró que no correspondía incluir en esta parcela los gastos que el actor debió efectuar en su defensa en sede penal, en tanto, al momento del dictado del auto de prisión preventiva en la causa penal, el accionante era asistido por el defensor oficial que, a su vez, fue quien interpuso el recurso de apelación contra tal pronunciamiento. Además –agregó- resulta determinante para desestimar tal reclamo que la libertad del accionante se hubiera dispuesto inmediatamente después de obtenido el resultado de la prueba de ADN.


Tampoco consideró que correspondiera incluir en este item indemnizatorio los gastos de alimentación en tanto, aún cuando se hubiera encontrado en libertad, debió procurárselos. Sin embargo, consideró que debía reconocerse en concepto de daño emergente –atento la dificultad de acreditar los denunciados robos de ropa, frazadas y sábanas en el penal y la “gran probabilidad” de que esos hechos ocurrieran- una suma equivalente a la cantidad de pesos doscientos cincuenta ($ 250,00).


Respecto del rubro lucro cesante, remarcó que de las declaraciones testimoniales se desprendía que si bien el actor trabajaba en la construcción, no se había logrado acreditar que lo hiciera para un contratista o bien que tuviera continuidad en sus labores.


Sin embargo, agregó que se había acreditado que el actor efectuaba tareas esporádicas de cuidacoches frente a la sucursal Monolito del Banco de la Provincia de Buenos Aires, razón por la cual consideró que resultaba razonable deducir que durante el tiempo de detención se vió privado de la posibilidad de desarrollar el indicado laboreo. 


Por ello, y ponderando las previsiones del art. 477 del ordenamiento procesal penal que prevé un supuesto de reparación mínima tasada para supuestos de condena judicial errónea, consideró equitativo reconocer una indemnización equivalente al salario mínimo vital y móvil durante el período de la detención –7 meses y 12 días- que justipreció en la cantidad de pesos dos mil ciento setenta y cinco ($ 2.175,00). 


En cuanto al daño moral, y luego de precisarlo conceptualmente, puntualizó que la sola circunstancia de haber sufrido el actor la privación de su libertad durante más de siete meses, autorizaba a tener por acreditada una afección espiritual indemnizable.


Para efectuar la justipreciación del rubro daño moral, descartó que las consecuencias de la publicación periodística del suceso que originara la detención del actor pudieran ser atribuidas a la actividad estatal. Además –agregó- los datos personales del accionante fueron erróneamente reflejados en la noticia.


Por último, descartó como circunstancia agravante del daño moral la denunciada –por el actor- necesidad de “refugiarse” en un pabellón de evangelistas para salvaguardar su integridad personal, y fijó en concepto de daño moral en la suma de pesos veinticinco mil ($ 25.000,00). 


En cuanto a la procedencia y alcance del rubro daño psicológico indicó, con sustento en precedentes de la Corte Federal, que su admisibilidad se supeditaba a la permanencia de la lesión y que en la especie, debía admitirse el reclamo aunque por un monto inferior al peticionado.


Para así concluirlo remarcó que el actor había sufrido una situación de “stress” postraumático derivado de la privación de su libertad y que la pericia psicológica efectuada en la causa había sugerido un tratamiento psicoterapéutico semanal con una extensión de ocho (8) a diez (10) meses, razón por la cual fijó por este concepto una suma equivalente a la cantidad de pesos un mil ochocientos ($ 1.800,00).


Respecto del cuestionamiento formulado por el actor en relación al régimen general de costas establecido en el artículo 51 del C.P.C.A. sostuvo que debía desestimárselo. 


Puntualizó que el actor no había demostrado en la especie la contradicción existente entre el régimen de costas instaurado en el ordenamiento procesal y el texto constitucional. Además, recordó que el accionante había voluntariamente celebrado un pacto de cuota litis previendo la posibilidad de que se dedujeran –de prosperar el reclamo- los honorarios de su letrado, circunstancia que lo colocaba en contradicción con sus propios actos. 


Concluyendo, adujo que tampoco se vislumbraba una conducta procesal temeraria o maliciosa de la accionada, razón por la cual consideró que no existían motivos para apartarse del principio general previsto en el artículo 51 del C.P.C.A.


2. Contra el mentado pronunciamiento interpone recurso de apelación el demandado (v. fs. 182/196) y solicita se lo revoque en todos sus términos.


Indica que el a quo ha incurrido en un erróneo encuadramiento de la cuestión al derivar del régimen de las medidas cautelares el deber del Estado provincial de resarcir los supuestos daños ocasionados al actor.


Es que –tal lo que aduce- la cuestión debió haber sido analizada a la luz de la doctrina de la responsabilidad estatal por actos jurisdiccionales, no resultando válido inferir que exista en la especie deber de resarcir desde que el actor no ha acreditado la existencia de un error en el auto de prisión preventiva, ni la malicia del juzgador al disponer la medida cautelar.


Continuando su exposición, postula que la incongruencia del pronunciamiento radica en que el magistrado de la instancia, si bien en un primer momento efectúa un repaso de las diversas vertientes doctrinarias que versan sobre la responsabilidad del Estado por actos jurisdiccionales, luego condena al Estado “… como requirente de una medida cautelar, a la par de cualquier otro particular…”.


Con sustento en citas jurisprudenciales remarca que para responsabilizar al Estado por error judicial se requiere que el acto jurisdiccional que origina el supuesto daño sea declarado ilegítimo. Lo contrario –indica- importaría un atentado contra el orden social y la seguridad jurídica, en tanto, de admitírselo, la acción de daños y perjuicios se terminaría transformando en un recurso contra un acto judicial firme no previsto en el ordenamiento legal. 


Sostiene que el acto que dispuso la prisión preventiva no contiene error o defecto alguno y que el auto que ordenó el sobreseimiento del actor no importó descalificar por ilegítima la medida cautelar dispuesta en la Instrucción Penal Preparatoria.


Agrega que, si bien la prisión preventiva posee el carácter de medida cautelar, no puede soslayarse que tal tipo de acto es dispuesto por el Estado en virtud de su carácter de titular de la acción penal y que, sus consecuencias deben ser asumidas –salvo ilegitimidad- “… en aras [de] la prosecución del bien común y el bienestar general de la comunidad toda…”.

Remarca, luego de detallar tanto las razones que fueron sopesadas por el Agente Fiscal como los fundamentos brindados por el magistrado penal al disponer el auto de prisión preventiva, que el a quo ha omitido merituar tales extremos. 


Además, el auto de prisión preventiva fue confirmado por la Excelentísima Cámara de Apelaciones y Garantías en lo Penal, por encontrarlo ajustado a las constancias de la Instrucción Penal Preparatoria y ratificando el criterio sustentando por el Ministerio Público Fiscal y el Juez de Garantías en cuanto a que, dada la naturaleza del delito, la sentencia que hubiera recaído hubiera sido de cumplimiento efectivo, lo que permitía inferir el peligro cierto de evasión que justificaba la medida impuesta.


En suma, reputa la legitimidad de la medida de prisión preventiva dispuesta en razón de encontrarse –tal lo que aduce- dictada con sustento en una pluralidad de indicios convergentes y que, en última instancia, fue debidamente confirmada por la Alzada del Fuero Penal.


Por otro lado, resalta –con apoyatura en citas jurisprudenciales- que no resulta aplicable a los actos de los órganos jurisdiccionales la teoría de la responsabilidad del Estado por actos lícitos y que los daños que puedan resultar de un procedimiento judicial, si no son producto del funcionamiento irregular del servicio, deben ser soportados por los particulares por resultar el costo inevitable de una adecuada administración de justicia.
 


Agrega que para hacer nacer el deber estatal de resarcir los daños derivados de un auto de prisión preventiva se debe demostrar de manera absoluta y manifiesta el estado de inocencia, circunstancia que no se vislumbra en la causa, desde que el sobreseimiento se dispuso por el beneficio de la duda, es decir “… atento existir una duda insuperable para el despliegue de la investigación [penal preparatoria] o el desarrollo del debate…”.


Explica –con sustento en citas jurisprudenciales- que cuando la detención se transforma en prisión preventiva por el Juez penal y luego es mantenida por el órgano superior, no puede jurídicamente erigirse en una fuente que pueda sustentar la pretensión resarcitoria del actor, máxime cuando no se ha descalificado la medida cautelar adoptada contra el procesado con sustento en la entonces existente semiplena prueba o indicios vehementes para creerlo responsable del hecho que se le imputaba.


Adentrándose a la crítica vinculada tanto a la admisibilidad como al quantum fijado respecto de los rubros indemnizatorios remarca que:


(i) las consideraciones tanto jurisprudenciales como doctrinales que porta la sentencia y que se vinculan al daño moral no resultan de aplicación en la especie.


Estima que resulta exorbitante la suma fijada por este concepto y que el a quo ha omitido expresar las razones o motivos en los que sustenta lo resuelto, máxime cuando, de un lado, se ha descartado la posible afección que le hubiera ocasionado la publicación de la crónica policial y, del otro, el actor no ha acreditado cuál ha sido el perjuicio o menoscabo sufrido.


(ii) En cuanto al rubro daño psicológico, estima que resulta arbitraria la extensión del tratamiento fijado por el a quo –nueve (9) meses- desde que, analizando los restantes parámetros fijados en la pericia practicada en la causa, se desprende que su extensión debería ser menor a la señalada por el magistrado de la instancia.


(iii) Al postularse sobre el rubro daño emergente, sostiene que el pronunciamiento resulta poco prudente, disvalioso y meramente conjetural.


Argumenta que no hay razones para presumir que al actor, los restante internos le hubieran robado la ropa, las frazadas y otros enseres y que el a quo no puede válidamente tener por acreditados tales daños, cuya prueba, ni siquiera liminarmente ha sido acreditada en la causa.


(iv) Por último, y en lo que a la admisibilidad del lucro cesante respecta, considera impropio que se le reconozca tal rubro al actor.


Estima que el accionante no ha acreditado que efectuara actividad lucrativa y menos aún que percibiera sueldo o remuneración alguna.


Además, tampoco podría tomarse como parámetro la indemnizacón tarifada en el artículo 477 de la ley ritual penal para los supuestos de sentencia judicial errónea. Ello así por dos razones. La primera, porque no aparecen en la especie configurados los recaudos que tal figura exige para su admisibilidad; y la restante, porque de prosperar el razonamiento del a quo se estaría, so pretexto de la aplicación del principio de equidad, generando un grave riesgo institucional.


3. Contestando los agravios puestos por la parte demandada, a fs. 198/206 se presenta el actor y solicita se los rechace en toda su extensión.


Indica que la pieza recursiva no resulta portadora de una crítica concreta y razonada de la sentencia peticionando, consecuentemente, se declare la deserción del recurso.

Refutando la pieza recursiva, aduce que se encuentra acreditado en la causa que el auto de prisión preventiva resulta infundado y arbitrario toda vez que:

(i) el actor fue aprehendido en forma ilegítima y sin que se le informara el verdadero motivo de la detención; (ii) se sometió al accionante a numerosas medidas de prueba sin comunicación al juez de garantías ni intervención del defensor oficial; (iii) la prueba ilegítima colectada en la causa fue utilizada para fundar el pedido de detención y allanamiento; (iv) el reconocimiento fotográfico fue practicado utilizando las pruebas ilegítimamente obtenidas; (v) los funcionarios actuantes, pudiendo optar por mantener la libertad del actor, realizaron un estudio compulsivo de ADN, a la vez que ordenaron su detención; (vi) el Poder Judicial demoró innecesariamente la extracción de sangre y la obtención de los resultados y; (vii) el Sr. Orellana resulta inocente del delito que se le imputaba.

Esgrime que los argumentos utilizados por el a quo para reconocer la responsabilidad estatal frente a la detención ilegítima, demora injustificada y extensión de la prisión preventiva resultan acertados. Ello así, en tanto los resultados de los estudios de ADN demuestran cabalmente la inocencia del actor.

Agrega que, más allá del acierto que cabe atribuirle al razonamiento articulado por el magistrado de la instancia, el deber de resarcir del Estado provincial se desprende en la especie, independientemente que se califique su actuación como lícita o ilícita.

Desde el mirador de la responsabilidad del Estado por actividad ilícita, estima que se encuentra acreditado en autos la existencia de un procedimiento y un auto de prisión preventiva “infundado y arbitrario”. 

Y desde la óptica de la responsabilidad del Estado por actividad lícita, apoyándose en citas doctrinales, remarca la configuración del deber estatal de resarcir, ya por aplicación de la garantía constitucional de presunción de inocencia o, en su caso, por la de igualdad ante las cargas públicas.

Respecto de la primera de las garantías invocadas, aduce que el principio de inocencia prevalece por sobre el deber de administrar justicia que legítimamente ejerció el juez penal. Además –agrega- cuando por las necesidades del servicio se sufre un perjuicio grave, anormal y especial que rompe con el principio de igualdad ante las cargas públicas, nace el deber de resarcir.

Por último, considera que resulta acertado –analizando la cuestión desde el atalaya del derecho constitucional de propiedad- reconocer el derecho a obtener una indemnización derivada de la privación ilegítima de libertad en tanto, resultaría axiológicamente incorrecto que quien soporta la expropiación de su propiedad reciba una indemnización y no así quien fuera expropiado de su libertad.

Puntualiza que el artículo 10 de la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce el derecho de toda persona a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial y, califica como acertada la aplicación analógica que efectúa el magistrado de la instancia del artículo 477 del Código Procesal Penal.

En definitiva, remarca “… la plena responsabilidad del Estado provincial por la actuación judicial que, mediante el dictado de una medida cautelar, habilitó el alojamiento del accionante en dependencias del Servicio Penitenciario bonaerense que no se encuentran en condiciones para dar un trato digno y humano, a la vez que no logró reunir los elementos necesarios para quebrantar su estado de inocencia…”, razón por la cual solicita se desestime el recurso de apelación impetrado por la parte demandada. 

II. El recurso merece acogida.


1. En el caso que nos ocupa, la demandada se agravia de la sentencia recaída en la instancia por la cual se le atribuye el deber de resarcir los daños y perjuicios ocasionados como consecuencia de la privación de libertad del actor derivada de las medidas de detención y prisión preventiva adoptadas en el marco de la Instrucción Penal Preparatoria N° 123.040 caratulada “Orellana Fernando s/ Abuso Sexual” durante el período que va del 03/07/2003 al 13-02-2004.

Aduce que el a quo ha incurrido en una errónea interpretación de las circunstancias involucradas en la causa, arguyendo: (i) que se ha incurrido en un erróneo encuadramiento legal de la cuestión al derivar del régimen genérico de medidas cautelares, el deber del Estado provincial de resarcir los daños derivados de la privación de libertad dispuesta en el marco de un proceso penal; (ii) que la prisión preventiva ordenada en la causa penal fue el resultado de una razonada ponderación por parte del Juez de Garantías de las constancias colectadas en el proceso; (iii) que la Excelentísima Cámara de Apelaciones y Garantías en lo Penal confirmó el auto de prisión preventiva por encontrarlo ajustado a las constancias entonces existentes en la Instrucción Penal Preparatoria n° 123.040; (iv) que el auto de prisión preventiva dispuesto no fue descalificado por ilegítimo; (v) que no resultan aplicables a los actos de los órganos jurisdiccionales la doctrina de la responsabilidad estatal por actos lícitos; (vi) que los daños que pudieran resultar de un procedimiento judicial, cuando no son producto del funcionamiento irregular del servicio, deben ser soportados por los particulares por resultar el costo inevitable de una adecuada administración de justicia y; (vii) que el quantum indemnizatorio determinado en concepto de daño moral, daño psicológico, daño emergente y lucro cesante resulta desproporcionado y apartado de la jurisprudencia que rige la materia. 

2. Adentrándome a la solución de las cuestiones planteadas, es del caso recordar que la Corte Federal ha resuelto que la indemnización por la privación de la libertad durante el proceso no debe ser reconocida automáticamente a consecuencia de la absolución –sobreseimiento en la especie- sino sólo cuando el auto de prisión preventiva se revele como incuestionablemente infundado o arbitrario, mas no cuando elementos objetivos hayan llevado a los juzgadores al convencimiento –relativo, obviamente, dada la etapa del proceso en que aquél se dicta- de que medió un delito y de que existe probabilidad cierta de que el imputado sea su autor (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 318:1990; 327:1738).

En idéntico sentido, el Cimero Tribunal provincial ha desestimado la procedencia de la acción de daños y perjuicios derivados de una prisión preventiva dictada legítimamente, aunque luego sea dejada sin efecto (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 79.211 “Torres”, sent. de 16-VII-2003; Ac. 93.104 “C., M. A.”, sent. de 5-IV-2006).

3. Sentado ello, estimo necesario remarcar que, del análisis de las constancias de la causa penal se desprende que: 

(i) Con fecha 28 de septiembre de 2002 la Sra. Estela Liliana Valdez denuncia que su hija menor Debora Liliana Roldan fue abordada y violada por un sujeto desconocido (v. fs. 5/6 I.P.P. N° 123.040), tomando intervención en la causa penal la Fiscalía N° 10 a cargo de la Agente Fiscal Dra. María de los Angeles Lorenzo.

(ii) Con fecha 9 de octubre de 2002, efectivos policiales procedieron a la aprehensión del Sr. Fernando Oscar Orellana (v. fs. 30 I.P.P. N° 123.040), quedando alojado en dependencias de la Seccional Policial a los fines de la averiguación de identidad.

Seguidamente y cumplimentado el registro fotográfico y la averiguación de los datos filiatorios, la autoridad policial dispone la libertad del actor, informándose tal circunstancia al Sr. Juez de Garantías en turno (v. fs. 39/40 I.P.P. N° 123.040).

(iii) Ante el pedido detención del Sr. Fernando Oscar Orellana y allanamiento de la morada sita en la calle Chacabuco N° 9495 de Mar del Plata que fuera requerido por la Sra. Agente Fiscal (v. fs. 54/55 I.P.P. N° 123.040), con fecha 13 de diciembre de 2002 (v. fs. 56 I.P.P. N° 123.040) el Sr. Juez de Garantías consideró –a la luz del art. 151 del C.P.P.B.A.- que no se encontraban reunidos los recaudos para disponer las mentadas medidas.

(iv) Con fecha 11 de febrero de 2003, y ante la imposibilidad de notificar al Sr. Fernando Oscar Orellana del requerimiento para practicar la pericia psicológica dispuesta (v. fs. 57 I.P.P. N° 123.040), la Sra. Agente Fiscal ordenó a la autoridad policial la adopción de todas las medidas necesarias para ubicar su paradero (v. fs. 66 I.P.P. N° 123.040).

(v) Con fecha 5-03-2003 la Sra. Agente Fiscal, denunciando el entorpecimiento de la investigación penal, solicitó al Sr. Juez de Garantías (v. fs. 72 I.P.P. N° 123.040) la detención del Sr. Fernando Oscar Orellana, pedimento que fue desestimado por el Magistrado, aunque autorizando al Ministerio Fiscal a hacerlo comparecer compulsivamente (v. fs. 73 I.P.P. N° 123.040).

(vi) Producidos los medios probatorios y agregadas las actuaciones requeridas a fs. 77 de la I.P.P. N° 123.040 por el designado Sr. Agente Fiscal –Dr. Sergio Sosa Ortega-, con fecha 19-05-2003 se efectivizó el reconocimiento fotográfico dispuesto a fs. 108/110 de la I.P.P. N° 123.040 -debidamente notificado al Defensor Oficial del imputado (v. fs. 111 I.P.P. N° 123.040)-.

(vii) Con fecha 2 de julio de 2003, el Sr. Agente Fiscal Adjunto N° 8 requirió al Sr. Juez de Garantías que se dispusiera la detención del Sr. Fernando Oscar Orellana, el allanamiento de la finca ubicada en la calle Chacabuco casi Pigüé de Mar del Plata y el secuestro de “… navaja o navajas existentes en el domicilio y armas blancas similares, y campera exhibida en la fotográfica…”, medidas que fueron dispuestas por el Magistrado (v. fs. 142 I.P.P. N° 123.040) y materializadas con fecha 3 de julio de 2002.

(viii) Con fecha 4 de julio de 2003, previa entrevista del imputado con el Defensor Oficial designado, el Sr. Fernando Oscar Orellana se niega, en el marco de la audiencia prevista en el artículo 308 del C.P.P.B.A. y haciendo uso del derecho constitucional que le asiste, a prestar declaración indagatoria (v. fs. 155 I.P.P. N° 123.040).

(ix) Con fecha 15 de julio de 2003 el Sr. Agente Fiscal Adjunto solicitó se dicte la prisión preventiva del detenido Sr. Fernando Oscar Orellana (v. fs. 171/175 I.P.P. N° 123.040).

(x) Con fecha 18 de julio de 2003, el Sr. Juez de Garantías dispuso convertir en prisión preventiva la detención impuesta al Sr. Fernando Oscar Orellana por la comisión del delito prima facie calificado como abuso sexual con acceso carnal, disponiendo el traslado del imputado a la Unidad Penal XV de Batán.

Para así resolver, ponderó que se encontraba acreditado que con fecha 28 de septiembre de 2002 se había abusado sexualmente de la menor Débora Liliana Roldán.

Agregó –además- que se encontraban reunidos los elementos de convicción exigidos en el artículo 157 incisos 1° y 3° del C.P.P.B.A. en cuanto al carácter de autor del mentado delito del Sr. Fernando Oscar Orellana, circunstancia esta última que desprendió de los siguientes elementos:

a) Indicios que surgen del acta inicial relativa a los pormenores del hecho y de la que surge que el “agresor era una persona petisa, gordita y medio calvo”.

b) La denuncia efectuada por la progenitora de la menor.

c) El testimonio prestado por la víctima.

d) El indicio que surge del informe médico que constata las lesiones padecidas por la víctima.

e) El indicio que se desprende del procedimiento de aprehensión del Sr. Fernando Oscar Orellana practicado con fecha 9 de octubre de 2002.

f) Los testimonios prestados por los funcionarios policiales Sra. Claudia Gómez y Sr. Darío Escobar.

g) El testimonio prestado por el Sr. Pedro Iribarren.

h) El testimonio prestado por el Sr. Alejandro Pedro Roldán.

i) El testimonio prestado por la Sra. Estela Liliana Valdez.

j) Los indicios que se obtienen del informe psicológico que da constancia de los trastornos sufridos por la menor bajo amenaza de muerte.

k) El indicio que se desprende de la declaración prestada por la menor a fs. 53 vta. y 119/120 de la Instrucción Penal Preparatoria N° 123.040. 

l) El informe médico legal que constata la existencia de lesiones en región del hombro y violencia sexual anal y vaginal.

ll) El indicio que surge del acta de reconocimiento fotográfico por el cual la víctima reconoce al encartado Sr. Fernando Oscar Orellana.

m) El indicio que se obtiene del acta de reconocimiento de efectos por el cual la víctima reconoce la campera utilizada por el imputado el día de los hechos.

Por último, y luego de calificar el delito como Abuso Sexual con acceso carnal, consideró que en caso de otorgársele el beneficio de la excarcelación el imputado procuraría eludir u obstaculizar el accionar de la justicia dada la magnitud de la pena en expectativa.

(xi) Con fecha 26 de agosto de 2003, la Excelentísima Cámara de Garantías en lo Penal (v. fs. 204 I.P.P. N° 123.040) confirmó la prisión preventiva dispuesta mediante  pronunciamiento de fecha 18 de julio de 2003, desestimando el recurso de apelación interpuesto por el Sr. Defensor Oficial (v. fs. 183 I.P.P. N° 123.040) y mantenido por defensor particular del imputado (v. fs. 196 I.P.P. N° 123.040).

(xii) Con fecha 15-09-2003, y a instancias del requerimiento efectuado por el defensor particular del actor, el Sr. Agente Fiscal dispuso la efectivización de la pericia de ADN (v. fs. 217 I.P.P. N° 123.040), prestando el Sr. Fernando Oscar Orellana su expreso consentimiento a los efectos que se le extraigan las muestras de sangre y saliva necesarias para practicar el cotejo (v. fs. 228 y 244 de la  I.P.P. N° 123.040).

(xiii) Con fecha 30 de diciembre de 2003, el Sr. Agente Fiscal dispuso prorrogar, por el término de tres (3) meses a contar desde el 06-01-2004, la Investigación Penal Preparatoria (v. fs. 269 I.P.P. N° 123.040).

(xiv) Con fecha 11 de febrero de 2004 se agrega el informe pericial elaborado por la Asesoría Pericial del cual se desprende que “… el ADN recuperado de la bombacha pertenece a un individuo de sexo masculino y no corresponde al imputado de autos Fernando Orellana por las incompatibilidades halladas…” (v. fs. 277/278 I.P.P. N° 123.040).

(xv) Con fecha 13 de febrero de 2004, y ante el expreso pedido efectuado por el defensor particular datado el día 12-02-2004, el Sr. Juez de Garantías dispuso, ponderando el resultado del estudio de ADN glosado a fs. 277/278 de la I.P.P. N° 123.040, sobreseer –en los términos de los artículos 321 y 324 del C.P.P.B.A.- al Sr. Fernando Oscar Orellana.

Para así resolverlo, adujo que existía una situación de apodíctica certeza negativa sobre los extremos de la imputación penal o al menos, por aplicación del principio in dubio pro reo, una duda insuperable para la realización del debate.

4. Bajo tal contexto entonces, se advierte que la situación procesal del Sr. Fernando Oscar Orellana –que llevó a que el Magistrado del fuero penal dispusiera el sobreseimiento- no derivó del reconocimiento por parte de los órganos judiciales intervinientes de la arbitrariedad del auto de detención y de la prisión preventiva, ya que las constancias de la causa revelan, de un lado, una apreciación razonada de los elementos de juicio existentes hasta ese momento y; del otro, la adecuada aplicación de las normas vigentes para disponerla (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 325:1825; 326:820; 328:2780).

Es que, a semejanza de las restantes medidas precautorias, la prisión preventiva dispuesta en la causa penal, no fue sino el resultado emergente de una razonada ponderación de todo un conjunto de elementos que, en tal liminar estadio procesal, conformaron semiplena prueba o indicios vehementes para concluir que el afectado resultaba prima facie responsable del hecho delictivo que se le imputaba (v. argto. arts. 183, 184 y ccdtes. del C.P.P.B.A.). 
Como se expusiera precedentemente, tanto el auto de fecha 3 de julio de 2003 (v. fs. 142 I.P.P. N° 123.040) por el que se dispuso la detención del actor como el que transformó la medida en prisión preventiva de fecha 18 de julio de 2003 (v. fs. 176/181 I.P.P. N° 123.040), no resultan sino del pormenorizado examen de las constancias de la causa penal, de modo tal que la actuación del magistrado se encuentra fuera de cuestionamiento por ajustarse a las constancias obrantes en la causa al momento de disponerse la medida (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 328:4175).

Para más, no puedo soslayar que la detención y posterior conversión en prisión preventiva dictada por el Magistrado penal fue mantenida por la Excma. Cámara de Apelaciones y Garantías en lo Penal (v. fs. 204 I.P.P. N° 123.040), circunstancia que, no solamente fortalece y remarca la legitimidad de la medida cautelar dispuesta contra el encartado, sino que, en definitiva patentiza la imposibilidad de erigir al mentado acto como un título jurídico en el cual pueda sustentarse pretensión resarcitoria alguna.

5. Párrafo aparte merece la construcción efectuada por el juez de grado que, apartándose de los lineamientos que tanto la Corte Federal como la local han trazado de manera coincidente y pacífica, propugna –en la especie- la integración del sistema de responsabilidad estatal propiciando, de un lado, la proyección del principio que sienta que quien peticiona un remedio cautelar debe cargar con las consecuencias dañosas que se deriven en caso de haberla peticionado sin derecho y, del otro, la aplicación del artículo 477 del Código Procesal Penal local.

En cuanto a la primera de las conclusiones, y sin desconocer la innegable naturaleza de “mera medida cautelar” que cabe predicar respecto de la prisión preventiva (cfr. doct. S.C.B.A. Causa C. 100.637 “R., M”, sent. de 10-XII-2008), mal podría predicarse la aplicabilidad en materia penal de aquella regla que, aunque vigente en las órbitas civil, contencioso administrativo y laboral, impone el resarcimiento de los daños causados por quien peticiona sin derecho un remedio cautelar.

Es que, como supra se remarcara, la indemnización derivada de una privación de liberad dispuesta en el marco de un proceso penal no procede automáticamente –como consecuencia del sobreseimiento o la absolución- sino solamente cuando se acredite de manera indubitable su falta de fundamentación o arbitrariedad (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 318:1990; S.C.B.A. causa Ac. 79.211 “Torres”, op. cit.).

Idéntica suerte cabe predicar respecto de la pretendida aplicación en el sub examine del artículo 477 del Código Procesal Penal que reconoce a toda persona condenada por error a una pena privativa de la libertad el derecho, una vez resuelta a su favor la acción de revisión, a obtener una reparación económica por el Estado provincial, proporcionada a la privación de su libertad y a los daños morales y materiales experimentados.

Ello así, en tanto la prisión preventiva es una medida cautelar a la que no le resulta aplicable el artículo 477 del C.P.P.B.A. -que recepta en el derecho interno la expresa previsión contenida en el art. 10 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos- y que sólo le da cabida a la indemnización por error judicial (cfr. doct. S.C.B.A. Causas Ac. 72.773 “Morán”, sent. de 17-V-2000;  Ac. 74.093 “Parodi”, sent. de 13-VI-2001; Ac. 93.104 “C., M. A.”, op. cit.; C. 100.637 “R., M”, op. cit.).
6. Descartada en la especie la configuración de ilegitimidad en las medidas –detención y prisión preventiva- dispuestas y, por tanto, el basamento de una pretensión resarcitoria apontocándose en la irregularidad de tales actos, se desmorona la plataforma sobre la que el magistrado de la instancia reconoció la admisibilidad sustancial del reclamo.

Empero, por aplicación del principio de apelación adhesiva (cfr. doct. esta Cámara causa G-811-BB1 “Asociación Cooperativas Argentinas”, sent. de 26-V-2009), no puedo dejar de advertir que [más allá de la vaguedad e imprecisión que puedan advertirse en el escrito postulatorio (v. fs 23/50)], lo cierto es que el reclamo no sólo se emplazó sobre la pretendida irregularidad que cabría predicar del juicio de probabilidad y verosimilitud llevado a cabo por el magistrado de Garantías en la instancia cautelar provisoria –y que derivara en la adopción de las medidas de detención y posterior prisión preventiva por el período que va del 3-07-2003 al 13-02-2004-, sino también en la denunciada “inducción intencionada por parte de la Fiscalía actuante” e “injustificada demora en la producción de prueba”.

6.1. Con relación al primero de los cuestionamientos, el actor postula la ilegitimidad del procedimiento penal aduciendo que en el transcurso de su ejecución se materializaron toda una serie de actuaciones “anormales” (v. fs. 25 vta.), lesivas de esenciales garantías constitucionales.

Así, indica que: (i) el procedimiento de fecha 09-10-2002 que culminara con la primigenia detención -a los efectos de averiguación de identidad- importó una “… actuación mentirosa…”; (ii) la privación de libertad fue absolutamente ilegítima y violatoria del artículo 149 del C.P.P.B.A.; (iii) la intervención activa en la detención del Sr. Iribarren, en su carácter de policía amigo del padre de la menor y encontrándose en franco de servicio no se encontraba justificada dada la “ausencia de urgencia”; (iv) las medidas de prueba dispuestas por el Sr. Agente Fiscal lo fueron sin intervención del Defensor Oficial (v. gr. examen médico, obtención de copia del documento del actor, fotografías, declaraciones testimoniales) y se incorporaron ilegítimamente al proceso penal, (v) el Ministerio Público ejerció “presión institucional” sobre el Juez de Garantías y; (vi) el estudio de ADN fue compulsivamente dispuesto.

Tales aseveraciones, empero, no se han verificado en el sub examine, desde que, lejos estuvo la actividad probatoria desplegada en el proceso –cuya procedencia quedara plasmada en la audiencia del artículo 41 del C.P.C.A. (v. fs. 83/86)- de acreditar la deficiente prestación del servicio que se le atribuye al modus operandi de la policía o a la pretendida disfunción axiológica que le imputa a la actuación del Ministerio Público Fiscal.

Teniendo en cuenta el carácter de juicio pleno en que se desenvuelve la acción contencioso administrativa y que la posibilidad de probar los hechos justificativos de la pretensión es particularmente amplia, siendo admisibles todos los medios probatorios previstos por la ley ritual mientras ésta no los excluya expresamente, incumbía ineludiblemente al actor la carga de demostrar la realidad de la situación de que hace mérito para respaldar su petición (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 57.232 “Cosuco S.R.L., sent. de 23-IV-2003; B. 56.502 “Fittipaldi”, sent. de 13-VIII-2003; B. 59.188 “Perrone”, sent. de 08-II-2006; B. 60.966 “Armengot”, sent. de 23-V-2007).

La falta de demostración de los extremos aducidos en respaldo de la pretensión comporta una omisión insoslayable, a poco que se repare en que el demandante es quien debe aportar elementos de convicción que permitan tener por acreditados los hechos que invoca, en tanto no actúa en simple instancia recursiva, sino en proceso de conocimiento y, en tal sentido, debe cumplir con la carga que impone el onus probandi. (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 53.887 “Hotel Abra de la Ventana S.A.”, sent. de 31-X-2007).

Para más, advierto que el actor pudo plantear –y no lo hizo- en el procedimiento penal las potenciales nulidades acaecidas en la oportunidad prevista en el artículo 205 inc. 1° del C.P.P.B.A., aunque, a la postre, sólo se limitó a peticionar el sobreseimiento con sustento en el resultado de la pericia de ADN. 

Con todo, mal podría invocarse la irregular prestación del servicio por parte del personal de la policía provincial que torne aplicable la doctrina de la Corte Federal –expuesta, entre otros, en Fallos 322:2002 y 328:4175- y o en su caso del Ministerio Público Fiscal desde que, como se ha puesto de resalto, no se han acreditado los denunciados vicios.

6.2. Dicho lo anterior, resta pronunciarse sobre el restante título jurídico sobre el cual el actor apontoca su pretensión indemnizatoria, y es el vinculado a la “… injustificada demora en la producción de prueba” de ADN y la consecuente prolongación indebida de la medida restrictiva de libertad.

Precisando la cuestión advierto, de un lado, que la Investigación Penal Preparatoria –tal lo que se desprende de las constancias obrantes a fs. 252, 268 y 269 de la I.P.P. N° 123.040- se desarrolló dentro de los plazos procesalmente impuestos (arts. 282, 283 y ccdtes. del C.P.P.B.A.), y del otro, que la prueba pericial de ADN –cuyo resultado definiera la suerte del actor en el proceso penal- no sufrió dilaciones injustificadas en lo que a su producción se refiere.

Así, reexaminado las constancias de la I.P.P. N° 123.040 aparece que: 

(i) Dispuesta la prisión preventiva con fecha 18-03-2003, el Defensor de parte requirió con fecha 28-08-2003 la realización de los estudios de ADN (cfr. fs. 213/214 I.P.P. N° 123.040), disponiendo el Sr. Agente Fiscal su efectivización con fecha 15-09-2009 (cfr. fs. 217 I.P.P. N° 123.040).

(ii) Con fecha 27-10-2003, reiterándose la medida practicada con fecha 7-10-2003 (cfr. fs. 235 I.P.P. N° 123.040), se tomaron las muestras de sangre y saliva para la realización de los estudios de ADN, informando la Asesoría Pericial que el examen comparativo se practicaría el día 22-12-2003 (cfr. fs. 260 I.P.P. N° 123.040).

(iii) Practicada la pericia, con fecha 5-01-2004, el Sr. Agente Fiscal solicitó a la Asesoría Pericial informara el resultado del cotejo de ADN (cfr. fs. 270 I.P.P. N° 123.040), respondiendo el mentado organismo que las conclusiones serían remitidas al Ministerio Público Fiscal en el mes de febrero de 2004 (cfr. fs. 274 I.P.P. N° 123.040), circunstancia que, en definitiva acaeció el 11-02-2004 (cfr. fs. 277/278 I.P.P. N° 123.040).

En tal contexto, no parece vislumbrarse una actuación irrazonable por parte del organismo judicial desde que, computando el período que va desde que se dispuso la efectivización de los estudios de ADN [15-09-2009, v. fs. 217 I.P.P. N° 123.040] y la elaboración del informe por parte de la Asesoría Pericial [11-02-2004, v. fs. 277/278 I.P.P. N° 123.040], mal podría concluirse la existencia de un retardo injustificado en la prestación del servicio equiparable a una denegación de justicia (cfr. argto. doct. C.S.J.N. in re A.989.XXXVI “Arisnabarreta, Rubén J. c/ E. N. Min. De Educación y Justicia s/ Juicios de conocimiento”, sent. de 6-10-2009).

7. Por último, a efectos de brindar adecuada respuesta a las diversas vertientes argumentales sobre las que el actor construyó el reclamo indemnizatorio, vale recordar que es principio sentado por el Supremo Tribunal Federal que no corresponde responsabilizar al Estado por la actuación legítima de los órganos judiciales (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 322:2683; in re P.209.XXXII “Porreca, Héctor c/ Provincia de Mendoza y otro s/ Daños y Perjuicios”, sent. de 19-12-2000).

En idéntico sentido, el Cimero Tribunal provincial recuerda que los actos judiciales no generan la responsabilidad del Estado por su actividad lícita (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 76.041 “Paladino”, sent. de 23-IV-2003 –del voto del Dr. Pettigiani-), ello así, en la inteligencia que los daños que pudieran resultar del procedimiento empleado para resolver la contienda, si no son producto del ejercicio irregular del servicio, deben ser soportados por los particulares, pues, son el costo inevitable de una adecuada administración de justicia (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 93.104 “C., M. A.”, op. cit).

Y bajo tal prisma de análisis entonces, no puede sino ser desestimada la pretensión del actor en cuanto procura sustentar el reclamo desde el mirador de la responsabilidad del Estado por actividad lícita, por cuanto, como resaltara, la actuación legítima de los órganos judiciales carece de entidad para generar el deber de resarcimiento estatal.

8. Atento la solución que se propugna, y en cumplimiento del mandato del artículo 274 del C.P.C.C. corresponde adecuar la regulación de honorarios que porta la sentencia apelada, proponiendo, no obstante, mantener la fijada al Dr. Juan Manuel Palo, en su carácter de letrado patrocinante del actor, en la suma de pesos cuatro mil trescientos ochenta y cuatro ($ 4.384,00) con más los aportes de ley (argto. arts. 1, 9, 10, 16, 23 2° parte, 26 y cdtes. Dto. ley 8904/77; 12 y 14 ley 6716). 

III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo la revocación de lo resuelto por el Juez de grado con sustento en los argumentos brindados supra y el consecuente rechazo de la demanda. Las costas de ambas instancias deberían imponerse en el orden causado (arts. 51, 59, 77 y ccdtes. C.P.C.A.; art. 274 del C.P.C.C.).

A la primera cuestión planteada voto, en consecuencia, por la afirmativa. 


Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, votan a la primera cuestión planteada por la afirmativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:
I.1. En atención a la solución que se propone en cuanto a la revocación de la sentencia de la instancia en razón de no encontrarse reunidos los recaudos para reconocer la procedencia de la pretensión indemnizatoria incoada contra el Estado provincial, corresponde brindar respuesta afirmativa al interrogante planteado.

Es que, la circunstancia supra señalada, impide a esta Alzada pronunciarse sobre los agravios propuestos por el actor en cuanto al alcance de la sentencia revocada en esta instancia. 

En tal contexto entonces, deviene inoficioso el tratamiento de los agravios esgrimidos a fs. 179/181 bis por el actor, vinculados a la extensión del quantum indemnizatorio relativo a los rubros daño emergente, lucro cesante, daño moral, daño psíquico y costo del tratamiento terapéutico (cfr. doct. esta Cámara causas A-1041-MP0 “Maiorini”, sent. de 11-VIII-2009; A-1521-NE0 “Villadangos”, sent. de 17-IX-2009). 

Por último, y en lo que refiere al planteo de inconstitucionalidad del sistema de costas regulado en el artículo 51 del C.P.C.A. –v. pto. II.6. del recurso de apelación-, no encuentro razón alguna para introducirme al examen de las razones blandidas en la pieza recursiva.

Ello así, en tanto, si resolviera apartarme del criterio propuesto por el magistrado de la instancia, el apelante agravaría su situación desde el momento que –en tal caso- impondría aplicar la regla del art. 68 del C.P.C.C. (cfr. doct. esta Cámara causa G-792-MP2 “Urraco”, sent. de 17-II-2009) y conforme el resultado del pleito, hacerle cargar con las costas del proceso. 

Mal entonces podría esta Alzada entrar al análisis de un agravio que, en atención al modo como se resolvió el fondo de la cuestión, importaría una reformatio in pejus para quien apela (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 54.479 “Bazán”, sent. de 5-III-1996; Ac. 74.134 “Arancibia”, sent. de 13-IX-2000). 

A la segunda cuestión planteada voto, en consecuencia, por la afirmativa.
Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, votan a la segunda cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada a fs. 182/196, revocando la sentencia apelada y rechazando, en consecuencia, la acción interpuesta (art. 59 C.P.C.A). Costas de ambas instancias en el orden causado, manteniendo la regulación de honorarios fijada en el pronunciamiento de grado al letrado de la parte actora (arts. 51 C.P.C.A. y 274 del C.P.C.C.).

2. Declarar inoficioso el tratamiento del recurso de apelación articulado por la parte accionante a fs. 179/181 bis.

3. Por los trabajos ante esta Alzada, estése a la regulación de honorarios que por separado se efectúa. 

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.
